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Lima, 3 Om 2011

VISTOS:

El Expediente N° 2007-332 que contiene el recurso de apelación interpuesto por VOLCAN

COMPAÑÍA MINERA S.A.A. (en adelante, VOLCAN) contra la Resolución Directoral N° 082-
2011-OEFA/DFSAI de fecha 23 de setiembre de 2011 y el Informe N° 19-2011-

OEFA/TFA/ST de fecha 28 de noviembre de 2011;

CONSIDERANDO:

1. Por Resolución Directoral N° 082-2011-OEFA/DFSAI de fecha 23 de setiembre de

2011 (fojas 447 a 451), notificada en la misma fecha, se impuso a VOLCAN una multa

de diez (10) Unidades Impositivas Tributarias (UIT), por haber incumplido el artículo 5o

del Reglamento de para la Protección Ambiental en Actividades Minero Metalúrgicas,

aprobado por Decreto Supremo N° 016-93-EM, toda vez que, se acumuló tierra y

relave en la cuneta inferior del depósito de relave grueso, lo que impidió el drenaje de

aguas de escorrentía, conforme al siguiente detalle :

HECHOS IMPUTADOS

Por acumular tierra y relave en la

cuneta inferior del depósito de

relave grueso, lo que impide el

drenaje de aguas de escorrentía.

NORMA

INCUMPLIDA

Artículo 5o del

Decreto

Supremo N°

016-93-EM

TIPIFICACIÓN

Numeral 3.1 del punto

3 de la Resolución

Ministerial N° 353-

2000-EM-VMM2

SANCIÓN

10 UIT

10 UIT

016-93-EM/VMM. REGLAMENTO PARA LA PROTECCIÓN AMBIENTAL EN LA ACTIVIDAD1 DECRETO SUPREMO N°
MINERO-METALÚRGICA.

Artículo 5°.- El titular de la actividad minero-metalúrgica, es responsable por las emisiones, vertimientos y disposición de

desechos al medio ambiente que se produzcan como resultado de los procesos efectuados en sus instalaciones. A este efecto

es su obligación evitar e impedir que aquellos elementos y/o sustancias que por sus concentraciones y/o prolongada

permanencia puedan tener efectos adversos en el medio ambiente, sobrepasen los niveles máximos permisibles establecidos.

2 RESOLUCIÓN MINISTERIAL N° 353-2000-EM-VMM. ESCALA DE MULTAS Y PENALIDADES A APLICARSE POR
INCUMPLIMIENTO DE DISPOSICIONES DEL TUO DE LA LEY GENERAL DE MINERÍA Y SUS NORMAS
REGLAMENTARIAS.

3. MEDIO AMBIENTE

3.1. Infracciones de las disposiciones referidas a medio ambiente contenidas en el TUO, Código del Medio Ambiente o

Reglamento de Medio Ambiente, aprobado por D.S. N° 016- 93-EM y su modificatoria aprobado por D.S. N° 059-93-EM; D.S.

N° 038-98-EM, Reglamento Ambiental para Exploraciones; D. Ley N° 25763 Ley de Fiscalización por Terceros y su

Reglamento aprobado por D.S. N° 012-93-EM, Resoluciones Ministeriales N°s. 011-96-EM/VMM, 315-96-EM/VMM y otras

normas modificatorias y complementarias, que sean detectadas como consecuencia de la fiscalización o de los exámenes

especiales el monto de la multa será de 10 UIT por cada infracción, hasta un máximo de 600 UIT. (...)



2. Mediante escrito de registro N° 012371 presentado con fecha 14 de octubre de 2011

(fojas 452 al 458), VOLCAN interpuso recurso de apelación contra la Resolución

Directoral N° 082-2011-OEFA/DFSAI, de acuerdo a los siguientes fundamentos:

a) Niega la infracción imputada por cuanto la cuneta inferior de relave grueso es un

canal de contingencia, construido para drenar aguas y relaves provenientes del

depósito temporal de relaves gruesos en casos de emergencia, el cual conduce

los relaves hacia las pozas de contingencia; en tal sentido, por dicho canal no

discurren aguas de escorrentía.

b) La conducta atribuida como ilícito administrativo no se encuentra dentro del

supuesto de hecho del artículo 5° del Decreto Supremo N° 016-93-EM, dado que

la acumulación y relave no ha sido descargada al ambiente sino a una cuneta

inferior de la relavera; por lo tanto, no ha tenido contacto alguno con el suelo. En

tal sentido, no se ha desvirtuado el Principio de Licitud por lo que reitera que la

resolución es nula de pleno derecho.

c) La Resolución Ministerial N° 353-2000-EM/VMM vulnera el Principio de Tipicidad

recogido en el inciso 4 del artículo 230° de la Ley N° 27444,toda vez que no

define con precisión las conductas sancionables y mucho menos la descrita por

el artículo 5o del Decreto Supremo N° 016-93-EM. En este sentido, la resolución

apelada debe ser declarada nula de pleno derecho, de acuerdo a lo señalado en

artículo 10° de la Ley N° 27444.

Competencia

3. Mediante la Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto Legislativo N°

1013, Decreto Legislativo que aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones

del Ministerio del Ambiente, se crea el Organismo de Evaluación y Fiscalización

Ambiental (en adelante, OEFA)3.

4. En virtud de lo dispuesto por los artículos 6o y 11 ° de la Ley N° 29325, Ley del Sistema

Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental, el OEFA es un organismo público

técnico especializado, con personería jurídica de derecho público interno, adscrito al

Ministerio del Ambiente y encargado de la fiscalización, supervisión, control y sanción

en materia ambiental4.

3 DECRETO LEGISLATIVO N° 1013.DECRETO LEGISLATIVO QUE APRUEBA LA LEY DE CREACIÓN, ORGANIZACIÓN Y
FUNCIONES DEL MINISTERIO DEL AMBIENTE.

SEGUNDA DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL.- CREACIÓN DE ORGANISMOS PÚBLICOS ADSCRITOS AL
MINISTERIO DEL AMBIENTE

1. Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental

Créase el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental - OEFA, como organismo público técnico especializado, con

personería jurídica de derecho público interno, constituyéndose en pliego presupuestal, adscrito al Ministerio del Ambiente y

encargado de la fiscalización, la supervisión, el control y la sanción en materia ambiental que corresponde. (...)

4 LEY N° 29325. LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN Y FISCALIZACIÓN AMBIENTAL.
Artículo 6.- Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA)

El Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), es un organismo público técnico especializado, con personería

jurídica de derecho público interno, que constituye un pliego presupuestal. Se encuentra adscrito al MINAM y se encarga de la

fiscalización, supervisión, evaluación, control y sanción en materia ambiental, así como de la aplicación de los incentivos, y

ejerce las funciones previstas en el Decreto Legislativo N° 1013 y la presente Ley. El OEFA es el ente rector del Sistema de

Evaluación y Fiscalización Ambiental.

Articulo 11.- Funciones generales

Son funciones generales del OEFA: (...)



5. Asimismo, la Primera Disposición Complementaria Final de la ley citada en el

considerando precedente, dispone que mediante Decreto Supremo refrendado por los

sectores involucrados, se establecerán las entidades cuyas funciones de evaluación,

supervisión, fiscalización, control y sanción en materia ambiental serán asumidas por
el OEFA5.

6. Con Decreto Supremo N° 001-2010-MINAM, publicado el 21 de enero de 2010, se

aprobó el inicio del proceso de transferencia de funciones de supervisión, fiscalización

y sanción en materia ambiental del Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y

Minería - OSINERGMIN al OEFA; y mediante Resolución N° 003-2010-OEFA/CD,

publicada el 20 de julio de 2010, se estableció como fecha efectiva de transferencia de

las funciones de supervisión, fiscalización y sanción ambiental en materia de minería

del OSINERGMIN al OEFA, el 22 de julio de 2010.

7. De otro lado, es preciso mencionar que el artículo 10° de la citada Ley N° 29325, los

artículos 18° y 19° del Reglamento de Organización y Funciones del OEFA aprobado

mediante Decreto Supremo N° 022-2009-MINAM, y el artículo 4o del Reglamento

Interno del Tribunal de Fiscalización Ambiental, aprobado por Resolución del Consejo

Directivo N° 005-2011-OEFA/CD, disponen que el Tribunal de Fiscalización Ambiental

es el órgano encargado de ejercer funciones como segunda y última instancia

administrativa del OEFA6.

d) Función Fiscalizadora y Sancionado»: comprende la facultad de investigar la comisión de posibles infracciones

administrativas sancionables y de imponer sanciones por el incumplimiento de obligaciones derivadas de los instrumentos de

gestión ambiental, asi como de las normas ambientales y de los mandatos o disposiciones emitidas por el OEFA.

5 LEY N° 29325. LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN Y FISCALIZACIÓN AMBIENTAL.
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES
PRIMERA.-(...)

Las entidades sectoriales que se encuentren realizando funciones de evaluación, supervisión, fiscalización, control y sanción

en materia ambiental, en un plazo de treinta (30) días útiles, contado a partir de la entrada en vigencia del respectivo Decreto

Supremo, deben individualizar el acervo documentario, personal, bienes y recursos que serán transferidos al OEFA, poniéndolo

en conocimiento y disposición de éste para su análisis acordar conjuntamente los aspectos objeto de la transferencia. (...)

6 LEY N° 29325. LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE EVALUACIÓN Y FISCALIZACIÓN AMBIENTAL.
Articulo 10.- Tribunal de Fiscalización Ambiental

10.1 El OEFA contará con un Tribunal de Fiscalización Ambiental (TFA) que ejerce funciones como última instancia

administrativa. Lo resuelto por el Tribunal es de obligatorio cumplimiento y constituye precedente vinculante en materia

ambiental, siempre que esto se señale en la misma Resolución, en cuyo caso deberán ser publicadas de acuerdo a Ley. El

TFA estará conformado por cinco (5) vocales designados mediante Resolución Suprema, por un período de cuatro años; el

Presidente será designado a propuesta del MINAM y tendrá voto dirimente, los cuatro (4) restantes serán designados previo

concurso público efectuado conforme a lo que establezca el Reglamento de Organización y Funciones de la entidad.

Articulo 18°.- Tribunal de Fiscalización Ambiental

El Tribunal de Fiscalización Ambiental (TFA) es el órgano encargado de ejercer funciones como últimas instancias

administrativa del OEFA. Las resoluciones del Tribunal son de obligatorio cumplimiento y constituye precedente vinculante en

materia ambiental, siempre que se señale en la misma Resolución, en cuyo caso deberán ser publicadas de acuerdo a Ley.

Articulo 19°.- Funciones del Tribunal de Fiscalización Ambiental

Son funciones del Tribunal de Fiscalización Ambiental:

a) Resolver en segunda y última instancia administrativa, los recursos de apelación interpuestos contra las resoluciones

o actos administrativos impugnables emitidos por la Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación de Incentivos.

b) Proponer al Presidente del Consejo Directivo del OEFA mejoras a la normativa ambiental, dentro del ámbito de su
competencia

c) Ejercer las demás atribuciones que correspondan de acuerdo a Ley.

b



Norma Procedimental Aplicable

8. Antes de realizar el análisis de los argumentos esgrimidos por la recurrente, resulta

pertinente, en aplicación del Principio del Debido Procedimiento previsto en el numeral

1.2 del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444, establecer la norma

procedimental aplicable a la tramitación del presente procedimiento administrativo

sancionador, a efectos de valorar adecuadamente la actuación de las partes

intervinientes

Siendo que a la fecha de inicio del presente procedimiento se encontraba vigente el

Reglamento del Procedimiento Administrativo Sancionador del OSINERGMIN,

aprobado por Resolución N° 640-2007-OS/CD, corresponderá observar el contenido

normativo de dicho cuerpo legal.

Análisis

Protección constitucional al ambiente

9. Con relación al presente caso, este Cuerpo Colegiado considera necesario establecer

el marco constitucional en el cual se desarrolla el bien jurídico protegido al interior de

los procedimientos administrativos sancionadores por incumplimiento a las normas de

protección y conservación del medio ambiente, toda vez que éste debe informar y

ordenar los alcances de las obligaciones exigibles a los titulares mineros.

Sobre el particular, cabe indicar que de acuerdo al numeral 22 del artículo 2° de la

Constitución Política del Perú de 1993, constituye derecho fundamental de la persona,

el gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida7.

Ahora bien, con relación al contenido del indicado derecho el Tribunal Constitucional

en su sentencia recaída en el Expediente N° 03343-2007-PA/TC, ha señalado que

éste se encuentra configurado por8:

a) El derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado, y

b) El derecho a la preservación de un ambiente sano y equilibrado

En tal sentido, la primera manifestación implica que toda intervención del ser humano

en el medio ambiente no debe suponer una alteración de la interrelación existente

entre los elementos que lo integran, de modo tal que este conserve características

adecuadas para el desarrollo de la persona y su dignidad. De lo contrario, su goce se

vería frustrado y el derecho quedaría, así, carente de contenido.

Por su parte, en la segunda acepción el derecho a la preservación del ambiente

entraña obligaciones ineludibles para los poderes públicos de mantener los bienes

ambientales en las condiciones adecuadas para su disfrute; obligaciones que alcanzan

7 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ DE 1993.
Articulo 2°. Toda persona tiene derecho:

22. A la paz, a la tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y

adecuado al desarrollo de su vida.

8 La sentencia recaída en el Expediente 03343-2007-PA/TC, se encuentra disponible en la siguiente dirección electrónica:
http://www.tc.aob.pe/iurisDrudencia/2009/03343-2007-AA.htrril



también a los particulares, sobre todo a aquellos cuya actividad económica incide,

directa o indirectamente, en el ambiente.

En este contexto, resulta oportuno poner énfasis en esta última configuración toda vez

que el derecho a la preservación de un ambiente sano y equilibrado impone a los

particulares la obligación de adoptar medidas tendientes a prevenir, evitar o reparar

los daños que sus actividades productivas causen o puedan causar al medio

ambiente. A su vez, dichas medidas provendrán, entre otros, del marco jurídico

aplicable al medio ambiente y aquellas asumidas por dichos particulares en sus

instrumentos de gestión ambiental.

Lo expuesto, se condice además con el concepto de Responsabilidad Social de las

empresas, el que ha sido desarrollado por el propio Tribunal Constitucional en la

sentencia materia de análisis, y respecto del cual cabe citar lo siguiente:

"Para el presente caso, interesa resaltar que la finalidad de lucro debe ir

acompañada de una estrategia previsora del impacto ambiental que la labor

empresarial puede generar. La Constitución no prohibe que la empresa pueda

realizar actividad extractiva de recursos naturales; lo que ordena la Constitución es

que dicha actividad se realice en equilibrio con el entorno y con el resto del espacio

que configura el soporte de vida y de riqueza natural y cultural. De lo contrario, si la

actividad empresarial genera pasivos ambientales, se habrá cumplido seguramente

con la finalidad de lucro; sin embargo, a un costo que el Estado y la sociedad no

soportarán." (El resaltado es nuestro)

Habiéndose delimitado el marco constitucional en el que debe entenderse la

protección al bien jurídico medio ambiente respecto de las actividades productivas,

comprendida en ellas la minera, corresponde establecer que las normas sectoriales de

protección y conservación del ambiente deberán interpretarse y aplicarse dentro del

citado contexto constitucional.

Respecto al incumplimiento del artículo 5° del Decreto Supremo N" 016-93-EM

10. En cuanto al argumento contenido en el literal a) del numeral 2, se debe remarcar que

la infracción cometida por la recurrente se sustenta en la Observación N° 8 del informe

de supervisión obrante a fojas 91, consistente en: "(...) La cuneta del muro de la parte

inferior, se encuentra colmatada con material terroso". Dicha aseveración puede ser

observada en la fotografía N° 10 del informe de supervisión (fojas 37).

Al respecto, VOLCAN mediante el informe de levantamiento de observaciones, con

registro N° 924429 del 31 de octubre de 2007 alega que habría levantado la

observación N° 8, señalando en la descripción de la fotografía N° 7 (fojas 430) lo

siguiente:

"(...) la estabilización del talud con retroexcavadora, limpieza de la cuneta parte

baja del muro y retiro de los sacos con contenidos de relaves ubicados en el

muro circundante al depósito de relaves gruesos".

En este sentido, se evidencia que VOLCAN no adoptó antes y durante la supervisión

medidas para evitar que las aguas de escorrentías entren en contacto con el talud de

la cancha de relaves por lo que era posible el colapso del depósito.



Asimismo, en el hipotético caso de que la cuneta inferior de relave grueso fuese un

canal de contingencia para drenar aguas y relaves provenientes del depósito temporal,

el impacto negativo pudo ser mucho mayor de producirse la obstrucción de la cuneta,

ya que se habrían vertido relaves altamente contaminantes directamente al ambiente.

De acuerdo a lo expuesto, tanto en el caso que la cuneta inferior del depósito de

relaves fuera para drenar las aguas de escorrentías como en el caso que fuera un

canal para drenar aguas y relaves, pudo ocasionarse un impacto al ambiente,

vulnerando así el artículo 5o del Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 016-

93-EM.

En consecuencia, corresponde desestimar lo alegado por la recurrente en este

extremo.

11. En cuanto al argumento contenido en el literal b) del numeral 2, cabe señalar que de

acuerdo al artículo 5o del Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 016-93-EM,

dispone que el titular minero es responsable por las emisiones, vertimientos y

disposición de desechos al medio ambiente que se produzcan como resultado de las

actividades efectuadas en el área de su concesión. En este sentido, recae sobre el

titular de la actividad una obligación de cuidado y preservación del medio ambiente,

que se traduce en evitar e impedir que dichas emisiones, vertimientos o desechos

causen o puedan causar efectos adversos, en razón de su grado de concentración o

tiempo de permanencia en el medio ambiente; o que sobrepasen los niveles máximos

permisibles que resulten aplicables.

Por lo tanto, conforme a lo expresado, las obligaciones que subyacen del citado

artículo 5o del Reglamento aprobado por Decreto Supremo N° 016-93-EM se traducen

en las siguientes exigencias:

a) Adoptar las medidas necesarias para impedir o evitar, entre otros, que los

elementos y/o sustancias emitidos como consecuencia de la actividad minera

causen o puedan causar efectos adversos al ambiente.

b) No exceder los niveles máximos permisibles.

En este contexto, en el caso objeto de análisis se verifica que la obligación incumplida,

esto es, acumular tierra y relave en la cuneta inferior del depósito de relave grueso,

evidencia que la recurrente no tomó medidas para impedir o evitar que las aguas de

escorrentía entren en contacto con el talud de la cancha de relaves provocando un

colapso del depósito o la obstrucción de la cuneta, vulnera el glosado artículo 5o.

Por otro lado, habiéndose acreditado que no se tomaron medidas de control a fin de

evitar que las aguas de escorrentía colapsen el depósito o los relaves obstruyan la

cuneta inferior del depósito de relaves en las instalaciones de la apelante, no es

posible aplicar, como señala la apelante, el Principio de Presunción de Licitud, previsto

en el numeral 9 del artículo 230° de la Ley N° 27444, dado que dicho principio resulta

aplicable únicamente si no se cuenta con evidencia de una inconducta del

administrado, y tal como ya se ha indicado, dicha evidencia de inconducta existe en el

presente caso.

En tal sentido, no se ha vulnerado el principio de licitud, ni tampoco puede alegarse el

mismo para amparar el incumplimiento de sus obligaciones.



^

12.

Respecto a la inobservancia del Principio de Tipicidad

Respecto a lo alegado en el literal c) del numeral 2, resulta pertinente realizar un

distingo entre norma sustantiva y norma tipificadora, ya que mientras la primera de

éstas prevé la obligación cuyo incumplimiento se imputa, la segunda califica dicho

incumplimiento como infracción, atribuyéndole la respectiva consecuencia jurídica.

Así las cosas, en el presente caso el artículo 5o del Decreto Supremo N° 016-93-EM

constituye la norma sustantiva incumplida, mientras que el numeral 3.1 del punto 3 de

la Resolución Ministerial N° 353-2000-EM/VMM, configura la norma tipificadora.

En efecto, conforme se aprecia del contenido de este último dispositivo legal, se

tipifica como infracción el incumplimiento de las disposiciones referidas a medio

ambiente contenidas, entre otros, en el Decreto Supremo N° 016-93-EM (supuesto de

hecho), estableciendo que la sanción aplicable será una de multa de diez (10) UIT por

cada infracción, hasta un máximo de seiscientas (600) UIT (consecuencia jurídica).

Por lo tanto, carece de sustento lo señalado por VOLCAN en el sentido que la

Resolución Ministerial N° 353-2000-EM/VMM vulnera el Principio de Tipicidad recogido

por el numeral 4 del artículo 230° de la Ley N° 27444, ya que dicha base legal no

prevé la conducta antijurídica sancionada.

Sin perjuicio de lo concluido en el párrafo anterior, este Órgano Colegiado considera
conveniente explicar la observación del citado Principio de Tipicidad previsto en el

numeral 4 del artículo 230° de la Ley N° 27444, por parte del numeral 3.1 del punto 3

de la Resolución Ministerial N° 353-2000-EM/VMM, por ser la norma tipificadora; al

respecto se tiene que:

a) El Tribunal Constitucional ha señalado, a través de la sentencia recaída en el

expediente N° 0010-2002-AI/TC, que en la determinación de las conductas

infractoras está permitido el empleo de los llamados "conceptos jurídicos

indeterminados", siempre que su concreción sea razonablemente factible en

virtud de criterios lógicos, técnicos y de experiencia9.

b) Por su parte, las empresas del sector minería cuentan con capacidad técnica,

administrativa y financiera para identificar las obligaciones a las cuales están

sujetas; motivo por el cual, resulta razonable considerar que puedan prever, bajo

los criterios expuestos en el párrafo precedente, qué conductas constituyen

infracción en el referido sector.

c) La infracción tipificada en el numeral 3.1 del punto 3 de la Resolución Ministerial

N° 353-2000-EM/VMM, consiste en el incumplimiento, entre otras, de las

disposiciones contenidas en el Decreto Supremo N° 016-93-EM

d) Ahora bien, de acuerdo a los artículos 1o y 3o del Decreto Supremo N° 016-93-

EM, dicho cuerpo normativo sé encuentra integrado por un conjunto de normas

de carácter técnico, legal y social cuyo principal bien jurídico protegido lo

La sentencia recaída en el Expediente N° 0010-2002-AI/TC, es una de naturaleza normativa; encontrándose disponible en:

http://www.tc.aob.peAiurisprudencia/2003/00010-2002-Al.htrnl



constituye el medio ambiente. Dispositivos que son de obligatorio cumplimiento

para los titulares mineros10.

e) En consecuencia, el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones

contenidas en el Decreto Supremo N° 016-93-EM constituyen infracción

sancionable conforme al tipo contenido en el precitado numeral 3.1 del punto 3

de la Resolución Ministerial N° 353-2000-EM/VM. Una interpretación distinta a la

expuesta supondría tolerar conductas antijurídicas que devendrían en perjuicio

del bien jurídico tutelado por este cuerpo normativo.

En atención a lo expuesto, este Cuerpo Colegiado considera que el numeral 3.1 del

punto 3 de la Escala de Multas y Penalidades, aprobada por Resolución Ministerial N°

353-2000-EM/VMM, no incumple las exigencias del Principio de Tipicidad, en ningún

extremo.

13. Finalmente, habiéndose desestimado los argumentos expuestos por la recurrente y

considerando que de acuerdo a lo indicado en los numerales 9 al 12 de la parte

considerativa de la presente resolución, el recurso de apelación deviene infundado,

debiendo la recurrente realizar el pago de la multa impuesta en la cuenta recaudadora

del OEFA.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo

General; Ley N° 29325, Ley del Sistema de Evaluación y Fiscalización Ambiental; Decreto

Legislativo N° 1013, que aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones del

Ministerio del Ambiente; Decreto Supremo N° 022-2009-MINAM, que aprueba el

Reglamento de Organización y Funciones del OEFA y Resolución del Consejo Directivo N°

005-2011-OEFA/CD, que aprueba el Reglamento Interno del Tribunal de Fiscalización

Ambiental del OEFA;

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- DECLARAR INFUNDADO el recurso de apelación presentado por

VOLCAN COMPAÑÍA MINERA S.A.A. contra la Resolución Directoral N° 082-2011-

OEFA/DFSAI de fecha 23 de setiembre de 2011, por los fundamentos expuestos en la parte

considerativa de la presente resolución, quedando agotada la vía administrativa.

10 DECRETO SUPREMO N° 016-93-EM. REGLAMENTO PARA LA PROTECCIÓN AMBIENTAL EN LA ACTIVIDAD
MINERO-METALÚRGICA.

TITULO PRELIMINAR

Articulo 1o.- Alcance. El presente Reglamento comprende la aplicación de las normas contenidas en el titulo décimo quinto

del Texto Único Ordenado de la Ley General de Minería aprobado por Decreto Supremo No 014-92-EM, en el Decreto

Legislativo No 613 -Código del Medio Ambiente, Decreto Legislativo No 757 y Decreto Ley No 25763, y alcanza a todas las

personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que ejerzan actividad minero-metalúrgicas.

Articulo 3o.- Objeto. El presente reglamento tiene por objeto:

a) Establecer las acciones de previsión y control que deben realizarse para armonizar el desarrollo de las actividades minero-

metalúrgicas con la protección del medio ambiente.

b) Proteger el medio ambiente de los riesgos resultantes de los agentes nocivos que pudiera generar la actividad minero-

metalúrgica, evitando sobrepasen los niveles máximos permisibles.

c) Fomentar el empleo de nuevas técnicas y procesos relacionados con el mejoramiento del medio ambiente.



Artículo Segundo.- NOTIFICAR la presente resolución a VOLCAN COMPAÑÍA MINERA
S.A.A. y remitir el expediente a la Dirección de Fiscalización, Sanción y Aplicación de

Incentivos, para los fines pertinentes.

Regístrese y comuniqúese.
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